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2.3  EL PODER NO CONTROLARÁ 
A QUIEN LO VIGILA

67	 LA INDEPENDENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ES 
UNA PRIORIDAD DEMOCRÁTICA. El Tribunal Constitucional debe ser 
percibido y funcionar como una institución jurídica independiente, no 
como una prolongación de las mayorías políticas. Ningún candidato po-
drá haber ocupado cargos políticos durante los cinco años anteriores y 
estableceremos un régimen estricto de incompatibilidades. Reforzar la 
independencia, la autoridad y la legitimidad del Tribunal Constitucional 
es esencial para que los límites al poder sean creíbles y las reglas cons-
titucionales sean respetadas por todos. Ningún magistrado participará 
en la decisión sobre la constitucionalidad de una norma en cuya elabo-
ración o impulso haya participado desde el Gobierno o la Administra-
ción.

68	 LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL DEBE LLEGAR A TIEMPO. 
La protección de la Constitución pierde eficacia cuando las decisiones 
llegan después de que el daño institucional se haya producido. Los re-
cursos de inconstitucionalidad contra leyes que afecten a derechos fun-
damentales se resolverán en noventa días. Ampliaremos el recurso pre-
vio de inconstitucionalidad a las leyes orgánicas sobre los poderes del 
Estado y las instituciones de relevancia constitucional. Se publicarán los 
asuntos pendientes, las normas de reparto y el sentido del voto de cada 
magistrado una vez resuelto el asunto. El Tribunal aprobará en seis me-
ses un código ético que proteja el secreto de sus deliberaciones y fije 
consecuencias para las filtraciones. Ampliaremos en la ley las causas de 
abstención y recusación de los magistrados. 

69	 Y EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL NO SERÁ UNA SEGUNDA 
INSTANCIA SOBRE EL TRIBUNAL SUPREMO. El recurso de amparo 
protegerá los derechos fundamentales, pero no servirá para volver a re-
visar la interpretación de la legalidad ordinaria que corresponde al Tri-
bunal Supremo. Reformaremos la legislación procesal y la Ley Orgánica 
del Tribunal Constitucional para delimitar con claridad qué recursos de 
amparo admite y qué efectos tienen sus decisiones.

70	 EL FISCAL GENERAL DEL ESTADO NO DEPENDERÁ DEL GO-
BIERNO.  La Fiscalía debe defender la legalidad, no los intereses políti-
cos de quien ocupa el poder. Aprobaremos un nuevo Estatuto del Mi-
nisterio Fiscal. El fiscal general tendrá un mandato único de cinco años 
y, como recomienda la Comisión Europea, no cesará con el Gobierno 
que lo propuso. El informe del Consejo General del Poder Judicial sobre 
su idoneidad será preceptivo y vinculante para su nombramiento. Su 
procesamiento conllevará el cese inmediato y automático.
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71	 LA IMPARCIALIDAD DE LA FISCALÍA PROTEGERÁ A CADA 
FISCAL. Reforzaremos el Consejo Fiscal para revisar las órdenes contro-
vertidas y proteger la autonomía profesional. Regularemos el reparto de 
asuntos y la resolución de discrepancias. Los nombramientos y ascen-
sos responderán a criterios objetivos y necesitarán el respaldo del Con-
sejo Fiscal. La Fiscalía gestionará su presupuesto y su organización inter-
na con autonomía. Sus comunicaciones con el Gobierno serán escritas 
y públicas, salvo las materias legalmente reservadas.

72	 LOS JUECES ELEGIRÁN A LOS JUECES. Los jueces y magistra-
dos de todas las categorías elegirán a los doce vocales judiciales del Con-
sejo General del Poder Judicial. Mantendremos la evaluación pública de 
méritos de los ocho juristas que designan las Cortes. Extenderemos a to-
dos los vocales la incompatibilidad por haber ocupado cargos políticos 
en los cinco años anteriores a su elección. Adaptaremos el sistema de 
renovación para impedir que el bloqueo parlamentario paralice el Con-
sejo. Las plazas del Tribunal Supremo se cubrirán por concurso reglado 
de méritos, con decisiones motivadas y públicas, exigiendo que en la 
antigüedad mínima de veinte años en la carrera judicial que ya exige la 
ley no se compute el tiempo en servicios especiales por el desempeño 
de cargos políticos. Los jueces y fiscales que hayan ocupado cargos polí-
ticos no podrán volver a juzgar ni a ejercer la acusación hasta cinco años 
después de su cese.

73	 PROTEGEREMOS LA INDEPENDENCIA DE LOS JUECES. Re-
forzaremos en la Ley Orgánica del Poder Judicial su amparo frente a 
las presiones políticas y mejoraremos los medios materiales y tecnológi-
cos de juzgados y tribunales. Fortaleceremos la protección penal frente 
a amenazas, coacciones e injurias graves y estableceremos sanciones 
administrativas para intimidaciones que no constituyan delito. Los Re-
glamentos de las Cámaras impedirán citarlos para responder por sus 
actuaciones judiciales.

74	 LA ABOGACÍA DEL ESTADO NO DEFENDERÁ INTERESES 
PARTICULARES DE LOS ALTOS CARGOS. Reformaremos su Regla-
mento para que el ejercicio de acciones judiciales en nombre de un 
miembro del Gobierno requiera una justificación expresa del interés 
general y de su relación con las funciones del cargo. La asistencia jurídi-
ca pública no podrá utilizarse para pleitos particulares ajenos al ejercicio 
legítimo de esas funciones.

75	 REFUNDAREMOS EL CIS PARA DEVOLVERLE SU INDEPEN-
DENCIA Y SU PRESTIGIO TÉCNICO.  Su dirección será científica y profe-
sional, reduciremos los puestos de confianza y su presidente tendrá un 


